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Resumen
En 2009 el Gobierno Español inició la suscripción de acuerdos de reci-
procidad en materia de sufragio en comicios locales, conforme al artí-
culo 13 de la Constitución Española, con países que no son europeos. La 
mayor parte de estos países, si se analizan desde una perspectiva global, 
como grupo regional, son países latinoamericanos. Estos acuerdos, sin 
embargo, presentan una serie de limitaciones a la luz de las facilidades 
que otorga el Ordenamiento Jurídico Español a latinoamericanos resi-
dentes en España, empezando por los acuerdos de doble nacionalidad 
que España mantiene con dichos países, suscritos a partir de 1958. 
Estas limitaciones, junto a las mejorables condiciones de articulación del 
Censo Electoral de Extranjeros Residentes (CERE), han condicionado la 
participación de personas concernidas en los comicios en los que, hasta 
la fecha, se han aplicado tales acuerdos, las elecciones locales realizadas 
en España en 2011 y en 2015.
España y los gobiernos de los países latinoamericanos harían bien en 
trabajar de forma conjunta para mejorar los citados acuerdos fundamen-
talmente en dos aspectos: para que se reduzca el tiempo de residencia 
legal en España exigido como mínimo para quienes se quieran acoger a 
ellos (actualmente es de cinco años, cuando los acuerdos de doble na-
cionalidad permiten que un latinoamericano en España solicite acogerse 
a ellos con solo dos años de residencia), y para que se incluya el derecho 
al sufragio pasivo. Asimismo, la Administración Española está llamada a 
mejorar los mecanismos de inscripción en el CERE

Palabras clave: Derecho de sufragio, Latinoamericanos en España, 
acuerdos de reciprocidad en materia de sufragio, acuerdos de doble 
nacionalidad 
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1. Introducción
El año 2009 marcó un punto de inflexión en lo referente 

al reconocimiento de derechos políticos a favor de los inmi-
grantes latinoamericanos en España, mediante la extensión del 
derecho de sufragio en elecciones locales. Con anterioridad 
ya podían ejercer el derecho de sufragio en comicios locales 
los nacionales del resto de países de la Unión Europea (UE) 
desde la trasposición de la normativa derivada del Tratado de 
Maastricht, de 1992, y de Noruega. Entre 1989 y 1990 se fir-
maron acuerdos con Noruega, Holanda, Dinamarca y Suecia, 
si bien los tres últimos quedaron “superados” por la normativa 
de la UE, en 1992, y con la incorporación de Suecia a la UE, 
en 1995 (Carrasco, 2010, p. 151). En 2009, España suscribió e 
incorporó a su ordenamiento jurídico diez acuerdos de reci-
procidad en materia de sufragio en comicios locales más allá 
de Europa, de los que seis corresponden a países latinoame-
ricanos: Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Paraguay y Perú. 
También se sumaron a la lista Cabo Verde, Islandia, Nueva 
Zelanda, Trinidad y Tobago y Corea del Sur (Junta Electoral 
Central, 2014).

Los acuerdos firmados a partir de 2009 permitieron que por 
primera vez residentes no nacionales procedentes de países 
no europeos, la mayoría latinoamericanos, pudieran ejercer el 
derecho de sufragio activo en España, algo que tuvo lugar 
por primera vez en los comicios locales realizados en el 22 de 
mayo de 2011 y, por segunda vez, en los comicios realizados 
el 24 de mayo de 2015. En cuanto a los latinoamericanos, en 
ambas ocasiones, sin embargo, la participación fue escasa. Si 
bien es pertinente anotar que también fue marginal la partici-
pación del resto de colectividades pertenecientes a los otros 
países con acuerdo bilateral, este análisis se concentra en los 
latinoamericanos.

Así, en 2011 se enviaron convocatorias para la inscrip-
ción en el CERE a 343.960 bolivianos, colombianos, chilenos, 
ecuatorianos, paraguayos y peruanos (Instituto Nacional de 
Estadística, 2010), pero, entre ellos, solo se llegaron a inscribir 
51.205 personas: 25.694 ecuatorianos, 12.657 colombianos, 



Las limitaciones de los acuerdos de reciprocidad en materia de sufragio

333

5.098 peruanos, 5.044 bolivianos, 1.254 chilenos y 648 para-
guayos (Instituto Nacional de Estadística, 2011). En una tónica 
similar, en 2015 se enviaron 330.624 comunicaciones de con-
vocatoria a los nacionales residentes de los seis países latinoa-
mericanos con acuerdo (Instituto Nacional de Estadística, 2014 
a y 2014 b) mientras que el número de personas registradas en 
este contexto se redujo a 21.557: 5.458 ecuatorianos, 5.751 
colombianos, 3.952 bolivianos, 3.107 peruanos, 1.303 para-
guayos y 998 chilenos (Instituto Nacional de Estadística, 2015). 
Esto significa que en 2011 se registró menos de un 15% de los 
convocados y que, en 2015, la situación no solo no remontó 
sino que empeoró, pues se registró menos del 7% de los con-
vocados. 

Estas cifras demuestran que se debe analizar qué sistemas 
no están funcionando adecuadamente en la puesta en práctica 
de la extensión del derecho de sufragio en comicios locales 
considerando a los no nacionales procedentes de países que 
no son parte de la UE. En este trabajo, como se ha indicado 
se aborda concretamente el caso de los latinoamericanos con-
cernidos porque este colectivo presenta una diferenciación en 
cuanto a la legislación pertinente respecto de otros colectivos 
de inmigrantes.

En cualquier caso, se trata de un tema relevante no solo 
para el colectivo de inmigrantes latinoamericanos en España 
sino también para el colectivo formado por los españoles inmi-
grantes en Latinoamérica, considerando que estos acuerdos se 
suscriben en el marco de la reciprocidad exigida en el ámbito 
por la UE. En este contexto, resalta el hecho de que el 56% de 
españoles en el exterior reside en países latinoamericanos. Con 
datos del 1 de enero de 2017, un total de 1.350.067 españoles 
residían en Latinoamérica, la mayoría en los siguientes países: 
Argentina (448.050), Venezuela (180.497), Cuba (134.677), 
México (130.832), Brasil (129.083), Uruguay (66.850), Chile 
(63.162), Ecuador (53.999), Colombia (33.518), Perú (27.151), 
República Dominicana (24.519), Bolivia (14.676) y Panamá 
(12.438), según estadísticas oficiales (Instituto Nacional de 
Estadística, 2017 a).
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2. Las relaciones hispano-latinoamericanas
Los particulares lazos históricos y culturales hispano-latinoa-

mericanos, más allá de declaraciones de buenas intenciones, 
han propiciado la firma de diferentes acuerdos que facilitan el 
hecho de que, como grupo regional, la colectividad más nu-
merosa en España sea la formada por latinoamericanos. A su 
vez, este hecho da pie al fortalecimiento de la legislación per-
tinente. No se trata de una situación única en el ámbito inter-
nacional ya que otros países europeos aplican diferenciaciones 
legales en el terreno de la inmigración a favor de nacionales de 
países con los que comparten historia, como son los casos de 
Portugal con los países lusófonos y el del Reino Unido con la 
British Commonwealth of Nations.

Facilitar la integración de los inmigrantes resulta en la 
mejora de la convivencia y el desarrollo económico del país. 
En este sentido, resulta apropiado recordar que, con datos 
de 1 de enero de 2017, el total de habitantes en España es 
de 46.528.966 y, de ellos, 4.424.409 son extranjeros, lo que 
representa el 9,5% del total. Sobre este último dato (el co-
rrespondiente a 2017), por grupos de países, los latinoame-
ricanos y caribeños suman 1.030.368 personas, lo que equi-
vale al 22,6% del total de inmigrantes (Instituto Nacional de 
Estadística, 2017). Ello, sin contar a los latinoamericanos que 
ya se han acogido a los respectivos convenios de doble na-
cionalidad y que, por tanto, dejan de aparecer como extran-
jeros en las estadísticas.

 es que la mayor parte de países latinoamericanos tienen 
suscritos con España convenios en diferentes ámbitos, desta-
cando entre ellos los tratados de doble nacionalidad. El artí-
culo 11.3 de la UE señala que el Estado “podrá concertar tra-
tados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos 
o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vin-
culación con España” y que, en tales países, “aun cuando no 
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán na-
turalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen”. 
El Código Civil especifica que, en estos casos, el periodo de re-
sidencia en España mínimo exigido para optar a tales acuerdos 
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de doble nacionalidad es de dos años frente a los diez años 
que se exigen por norma general cuando no hay convenio o 
situaciones especiales.

En este contexto, España mantiene suscritos acuerdos 
de doble nacionalidad con todos los considerados como 
países iberoamericanos según la definición del Ministerio de 
Justicia: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, 
Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Portugal, Puerto Rico, 
República Dominicana, Uruguay y Venezuela. También con 
Andorra, Guinea Ecuatorial, y Filipinas (Ministerio de Justicia, 
2014, y Ministerio de Justicia, 2017). 

De esta forma, los latinoamericanos son mayoría entre los 
grupos regionales que adquieren la nacionalidad española 
por residencia y, además, lo hacen sin tener que renunciar a su 
nacionalidad de origen. Solo entre 2011 y 2015 se concedió 
la nacionalidad española por residencia a un total de 663,165 
personas, de las que 466,921 eran latinoamericanas, el 70,4% 
del total, según datos del Ministerio de Justicia.

3. Los acuerdos de reciprocidad en materia de 
sufragio en comicios locales suscritos con países 
latinoamericanos

Los acuerdos de reciprocidad en materia de sufragio en co-
micios locales, articulados a través de intercambio de notas di-
plomáticas, en cuanto a lo planteado por España presentan un 
contenido muy similar. Son las mismas condiciones, asimismo, 
que contempla el resto de tratados suscritos por España con 
terceros países con excepción del acuerdo con Noruega, que 
solo exige que quien se acoja a él debe haber residido de 
forma legal e ininterrumpida en España durante al menos tres 
años; en el resto de tratados se exige un periodo de residencia 
de un mínimo de cinco años. 

Las mencionadas condiciones generales establecidas por 
España son: ser mayor de dieciocho años y no estar privado 
del derecho de sufragio activo; estar en posesión de la co-
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rrespondiente autorización de residencia en España; haber 
residido en España, legal e ininterrumpidamente durante, al 
menos, los cinco años anteriores a la correspondiente solicitud 
de inscripción en el censo electoral; estar inscrito en el CERE, 
requisito éste último que se ejecutará a instancia de parte que 
se presentará en el ayuntamiento en cuyo padrón el solicitante 
se encuentra inscrito, y ejercer el derecho de sufragio en el mu-
nicipio de su residencia habitual (en cuyo padrón está inscrito 
el solicitante). Asimismo, únicamente se contempla el derecho 
de sufragio activo.

En los casos de las notas diplomáticas de respuesta emi-
tidas por los países latinoamericanos en cuestión, los textos 
varían conforme a algunas particularidades de las legislaciones 
correspondientes en cuanto a los requisitos que deben cum-
plir los nacionales españoles que quieran acogerse a tales 
acuerdos en los países respectivos.

En Bolivia, Ecuador, Perú y Paraguay la legislación marca que 
el sufragio es también un deber. En las notas de los acuerdos 
analizados, únicamente Ecuador indica expresamente que, para 
los españoles que se acojan al acuerdo, el ejercicio del derecho 
de sufragio será facultativo. En las notas de Colombia, Ecuador 
y Chile se establecen cinco años como periodo de residencia 
mínimo exigible para los españoles que quieran acogerse al 
acuerdo. En los casos de Perú y de Bolivia este periodo es de 
dos años mientras que en la nota de Paraguay simplemente se 
indica que el solicitante deberá tener “radicación definitiva”, 
sin especificar un periodo de tiempo. 

Es destacable el hecho de que en la nota presentada por 
Perú se excluyen los municipios de frontera. Es decir, los espa-
ñoles radicados en los municipios que hacen frontera con los 
cuatro países con los que limita Perú (Ecuador, Colombia, Brasil 
y Chile), no pueden acogerse al acuerdo. Tal como se detalla 
más adelante en este texto, el tema es llamativo en sí mismo, 
pero lo es más cuando se considera que el hecho de que no 
se permita votar a extranjeros en dos provincias de Argentina 
sería uno de los motivos principales de que no se haya podido 
ratificar el acuerdo de reciprocidad en comicios locales his-
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pano- argentino. Además de Argentina, existe un acuerdo de 
reciprocidad en la materia con Uruguay que tampoco se ha 
podido ratificar aún; en este último caso el principal obstáculo 
sería que Uruguay exige un periodo de residencia mínimo de 
quince años para que un extranjero pueda votar en el país. 

3.1. La exigencia de cinco años de residencia
En torno a la exigencia de residir en España durante al 

menos cinco años para que los interesados puedan acogerse 
a los acuerdos de reciprocidad en materia de sufragio en co-
micios locales, ésta estaría basada en el Convenio del Consejo 
de Europa sobre participación de extranjeros en la vida pú-
blica en el ámbito local (Consejo de Europa, 1992), según Juan 
Antonio Cebrián. Tal convenio, no obstante, no ha sido suscrito 
por España porque para ello se tendría que reformar el artículo 
13 CE. Sin embargo, el autor señala también que en el citado 
convenio se contempla la posibilidad de que cualquier Estado 
parte “establezca unilateralmente, o mediante acuerdo bila-
teral o multilateral, un período de residencia menor de cinco 
años” tal como ocurre en el caso de la British Commonwealth 
of Nations, o en el de los países de habla portuguesa (Cebrián, 
2011, p. 6).

Para Manuel Carrasco, la exigencia del citado periodo de 
residencia de cinco años tributa del “intento de identificar el 
reconocimiento del derecho de voto con la adquisición del de-
recho a residencia de larga duración”, según lo dispuesto en el 
artículo 32.2 de la Ley Orgánica de Derechos y Libertades de 
los Extranjeros en España (Carrasco, 2010, p. 158). Asimismo, 
también se contemplan cinco años de residencia para conceder 
a los inmigrantes el estatus de “residente de larga duración” en 
la Directiva 2003/109/CE del Consejo Europeo, de 25 de no-
viembre de 2003, relativa al estatuto de los nacionales de ter-
ceros países residentes de larga duración (Unión Europea, 2003).

En cualquier caso, es preciso apuntar que en la legislación 
española nada impide que se reduzca el mencionado periodo. 
Así, en aplicación de la normativa de la UE, los nacionales del 
resto de países de la Unión pueden votar en España en co-
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micios locales (y para elegir a los miembros del Parlamento 
Europeo) desde el momento en el que se empadronan en 
los municipios en los que viven y manifiestan su voluntad 
de votar en España (Moya y Viñas, 2011), manifestación que 
solo deben realizar una vez y no para cada convocatoria elec-
toral. Asimismo, tal como se ha anotado, el correspondiente 
acuerdo con Noruega solo exige tres años de residencia legal 
en España para los noruegos que quieran acogerse a él, algo 
lo que convierte este acuerdo en “excepcional” en este te-
rreno (Santolaya, 2013, p. 79).

En el caso de los residentes latinoamericanos, el citado pe-
riodo de cinco años en cierto modo desvirtúa la existencia 
misma de estos acuerdos pues, tal como señalan los tratados 
de doble nacionalidad suscritos por España con países ibe-
roamericanos así como el Código Civil, fundamentalmente, 
para solicitar acogerse a los correspondientes tratados de 
doble nacionalidad solo se requieren dos años de residencia 
legal e ininterrumpida en el país (Ortega Giménez, 2011). En 
algunos casos, además, apenas se necesita un año de resi-
dencia para solicitar la nacionalidad española (por ejemplo, en 
el caso de haber obtenido la residencia correspondiente por 
matrimonio con nacional español). En consecuencia, la mayor 
parte de latinoamericanos que llevan cinco años de residencia 
en España ya han adoptado también la nacionalidad española 
y, por tanto, votan en todo tipo de elecciones en el país.

En palabras de María Elósegui, en el derecho español 
“existen cauces suficientes para acceder a la nacionalidad 
española especialmente para las personas provenientes de 
los países latinoamericanos, lo que permite ya el acceso al 
sufragio en todas sus dimensiones”. Jurídicamente, pues, 
incluso pierde algo de sentido promover la consecución de 
estos tratados de reciprocidad para que los residentes de esos 
países voten en las elecciones municipales exigiendo cinco 
años de residencia a sus potenciales beneficiarios “cuando en 
breve tiempo van a poder adquirir la nacionalidad española” 
(Elósegui, 2008, p. 285).
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3.2 La ausencia del derecho al sufragio pasivo
La segunda restricción detectada es que los acuerdos en 

cuestión sólo reconocen el derecho de sufragio activo. Una li-
mitación que queda aún más en evidencia al tener en cuenta 
que sí se permite el derecho de sufragio pasivo a los nacionales 
del resto de países de la UE en los comicios correspondientes. 
Santolaya apunta que “llama poderosamente la atención que 
se haya decidido actuar en esta materia como si el artículo 13.2 
de la Constitución no hubiera sido reformado para añadir la 
expresión “y pasivo”, algo que convierte los acuerdos firmados 
a partir de 2009 en textos “materialmente anteriores a 1992”. 

Además, afirma Santolaya, el hecho de excluir el derecho al 
sufragio pasivo en estos acuerdos “significa la consagración de 
un tratamiento diferente entre ciudadanos comunitarios y los 
restantes” (Santolaya, 2013, p. 77). El autor se refiere al hecho 
de que en 1992 se modificó el artículo 13.2 para incluir el de-
recho al sufragio pasivo de forma que los nacionales del resto 
de países de la UE puedan elegir y ser elegidos en comicios 
locales en España. Según apunta Manuel Carrasco, no existe 
impedimento legal para que también se reconozca el derecho 
de sufragio pasivo a los nacionales de otros Estados, más allá 
de la UE (Carrasco, 2010).

No obstante, es relevante apuntar que no hay unanimidad 
al respecto entre los estudiosos de la materia. Por ejemplo, 
Cebrián considera que el “reconocimiento limitado al derecho 
de sufragio pasivo” resulta “coherente con un sistema jurídico 
como el español que, incluso para los Estados miembros de la 
UE, limita el acceso a la función pública” excluyendo empleos 
“que directa o indirectamente impliquen una participación en 
el ejercicio del poder público o en las funciones que tienen 
por objeto la salvaguardia de los intereses del Estado o de las 
Administraciones Públicas”, según prevé el artículo 57 de la 
Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado 
Público (Cebrián, 2011, p. 6).

De todas formas, el hecho de que la mayor parte de lati-
noamericanos residentes en España solicitan acogerse a sus 
respectivos convenios de doble nacionalidad una vez que 
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llevan dos años residiendo en España también deja en evi-
dencia la limitación de los acuerdos en cuanto al derecho al 
sufragio pasivo. Así, algunos latinoamericanos nacionalizados 
españoles ya han sido candidatos y elegidos en elecciones de 
diferente ámbito en España. 

Entre otros ejemplos de personas de origen latinoamericano 
que se han acogido a los respectivos acuerdos de doble nacio-
nalidad con España y han logrado ocupar cargos electos en 
España se encuentran Yolanda Villavicencio Mapi, española de 
origen colombiano que fue diputada en la Asamblea de Madrid 
en la VIII Legislatura, entre 2007 y 2011; Pío Zelaya, español de 
origen peruano, quien fue elegido en 2016 senador para la 
XI Legislatura (Vaccaro, 2016), o Mónica González González, 
española de origen argentino diputada en la Asamblea de 
Madrid en la X Legislatura (Asamblea de Madrid, 2017). 

3.3. La inscripción en el CERE
La tercera gran limitación está constituida por los obstáculos 

que se han encontrado al realizar la inscripción que exigen los 
acuerdos analizados. Los nacionales de los países que pueden 
votar en España en virtud de los correspondientes acuerdos 
bilaterales de reciprocidad deben inscribirse en el CERE de 
manera específica en cada convocatoria electoral, siguiendo 
las normas y los cauces que al efecto habilita la Administración. 
La regulación de esta inscripción censal previa de los extran-
jeros para las elecciones municipales se encuentra prevista en 
el artículo 176.1.b LOREG, y se desarrolla de forma muy ge-
neral por el Real Decreto 202/1995, de 10 de febrero, por el 
que se dispone la formación del censo electoral de extranjeros 
residentes en España. 

Si bien en los casos en los que la Administración contaba 
con toda la información pertinente se dio la opción de realizar 
la inscripción en el CERE por vía telemática, en los casos en los 
que por algún motivo la Administración no ha podido cons-
tatar el tiempo mínimo de residencia requerido (cinco años), 
los interesados han debido probar este periodo de residencia 
con un certificado que debía expedir una autoridad. 
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Entidades como la Asociación América España- Solidaridad 
y Cooperación (AESCO) han documentado una serie de obstá-
culos surgidos durante la ejecución de los trámites correspon-
dientes a la inscripción en el CERE, dificultades que la entidad 
presentó como queja ante la Junta Electoral Central mediante 
escrito registrado el 4 de enero de 2011. 

Las principales trabas, indicó AESCO, se presentan para 
aquellas personas a quienes se exige demostrar que llevan re-
sidiendo en España de forma legal e ininterrumpida durante 
al menos cinco años; en estos casos los interesados deben 
acudir a comisarías y/o ayuntamientos para recabar las corres-
pondientes certificaciones, encontrándose muchas veces con 
funcionarios no especializados en la materia y con el hecho de 
que se trata de un trámite que se puede prolongar. El escrito 
de AESCO, en este sentido, recalca que deberían aceptarse 
como prueba “otros medios admisibles en derecho, como 
puede ser la aportación de las resoluciones administrativas 
en las que se acordó la renovación de los permisos (de resi-
dencia), los documentos que acreditan las sucesivas solicitudes 
y renovaciones, y cualesquiera otros medios admisibles en de-
recho”. AESCO subraya que legalmente es la Administración 
la que debe cotejar la documentación pertinente que obra en 
su poder (AESCO, 2017). 

4. Tratados firmados pero que aún no han sido 
ratificados

Además de los acuerdos en la materia suscritos con Bolivia, 
Chile, Colombia, Ecuador, Paraguay y Perú, España ha firmado 
acuerdos de reciprocidad en materia de sufragio en elecciones 
locales con otros dos países latinoamericanos: Argentina y 
Uruguay. En ambos casos aún no han sido posibles las corres-
pondientes ratificaciones.

El acuerdo suscrito con Argentina, realizado en Madrid el 9 de 
febrero de 2009 y publicado en el Boletín Oficial de las Cortes 
Generales el 29 de mayo de 2009 (Cortes Generales, 2009), no 
ha sido ratificado porque se estaría analizando cómo salvar el 
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escollo de que en Argentina la regulación de las elecciones mu-
nicipales corresponde a las provincias (Santolaya, 2013, p. 80) y, 
al menos en dos provincias argentinas, La Rioja y Formosa, no se 
reconoce el derecho de sufragio a los extranjeros. 

Al respecto, un tema similar, sin embargo, como se ha indi-
cado, no fue obstáculo para que se firme y ratifique el correspon-
diente acuerdo hispano-peruano; en el respectivo intercambio 
de notas diplomáticas, la nota peruana señala textualmente que 
los ciudadanos españoles podrán ejercer su derecho de voto en 
Perú “excepto en el caso que corresponde a municipalidades 
de frontera”. El hecho de que solo sean dos las provincias ar-
gentinas, La Rioja y Formosa, las que no admiten el voto de ex-
tranjeros, así como la circunstancia de que en ambas provincias 
es escaso el número de españoles residentes, junto al hecho de 
que hay más españoles residentes en Argentina que argentinos 
en España, son temas que deberían motivar una interpretación 
“flexible” por parte española a este respecto, en palabras de 
Manuel Carrasco. Eso sí, en el caso argentino hay que añadir el 
factor de que en algunas provincias se exige un tiempo de resi-
dencia mayor al de cinco años para que los extranjeros puedan 
acceder al derecho de sufragio, llegando a la necesidad de 
contar con diez años de residencia en determinadas provincias 
(Carrasco, 2010, p. 158- 159).

Tampoco se ha podido ratificar el acuerdo firmado con 
Uruguay (30 de noviembre de 2009) porque en Uruguay el pe-
ríodo de residencia que se exige para que un extranjero pueda 
votar es de quince años, lo que triplica el número de años que 
se ha decidido estipular en los acuerdos que tratan la materia. 
Estas condiciones son “transcripción literal del artículo 78 de la 
Constitución Uruguaya” (Santolaya, 2013, p. 79). La nota diplo-
mática presentada en este caso por Uruguay señala claramente 
que, para que los españoles puedan ejercer el derecho de su-
fragio en aquel país, deberán haber residido en Uruguay “de 
forma habitual” durante, por lo menos, quince años. Además, 
la nota uruguaya incluye unos requisitos particularmente dife-
rentes de los que indican las notas en la materia presentadas por 
el resto de países latinoamericanos. Así, indica que el derecho 
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de sufragio se concederá a “todo ciudadano español de buena 
conducta, con familia constituida” en Uruguay y que posea 
“algún capital en giro o propiedad en el país” o que profese 
“alguna ciencia, arte o industria” (Cortes Generales, 2009). 

Igualmente, el Gobierno Español ha ofrecido en firme la sus-
cripción de acuerdos en la materia a ocho países latinoameri-
canos: Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, 
Nicaragua, Panamá y República Dominicana. En cualquier caso, 
queda claro que los acuerdos con países latinoamericanos fir-
mados y que pueden ser negociados son mayoría en lo que a 
regiones del mundo se refiere.

5. Conclusiones
Los acuerdos de reciprocidad en materia de sufragio en 

comicios locales merecen una revisión encaminada a la mo-
dificación en cuanto a las exigencias que incluye el Gobierno 
Español atendiendo al marco jurídico referido a los nacio-
nales latinoamericanos residentes en España. En los comi-
cios locales durante los que ya han estado vigentes tales 
acuerdos, celebrados en 2011 y 2015, fue escasa la partici-
pación de los latinoamericanos que podrían haberse acogido 
a tales acuerdos considerando el número de convocados. Es 
más, el número de inscritos en el CERE para los comicios de 
2015 fue incluso más reducido en términos absolutos y pro-
porcionales respecto de lo registrado en 2011. Estos datos 
indican que los acuerdos analizados, así como su articulación 
en la práctica, no han facilitado de forma integral el proceso 
correspondiente.

Para empezar, es conveniente rebajar el número de años 
de residencia en España exigidos para que los nacionales de 
tales países puedan acogerse a los acuerdos de reciprocidad 
en materia de sufragio. Se exigen cinco de residencia cuando 
en los casos de los países citados sus nacionales residentes 
en España pueden solicitar acogerse a los correspondientes 
convenios de doble nacionalidad suscritos por España con 
solo dos años de residencia en el país. La mayor parte de 
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latinoamericanos residentes en España se suele acoger a los 
correspondientes convenios de doble nacionalidad, según 
datos del Ministerio de Justicia.

En segundo lugar, no existe impedimento legal para que 
los acuerdos de reciprocidad en materia de sufragio incor-
poren el derecho de sufragio pasivo. Es más, en aplicación 
de la reforma de 1992 del artículo 13.2 CE, que incorporó 
la palabra “y pasivo”, el derecho de sufragio pasivo resulta 
plenamente aplicable en todos los casos. 

En tercer lugar, se deben subsanar las dificultades que 
existen para que los concernidos se inscriban en el CERE. La 
Administración no debería hacer recaer en los concernidos 
la carga de la prueba para demostrar que cumplen con los 
requisitos pertinentes, particularmente que llevan residiendo 
en España el tiempo mínimo exigido. Asimismo, el CERE de-
bería estar abierto de forma permanente en todos los casos.

Estas sugerencias deberían ser tenidas en cuenta para re-
forzar los acuerdos actualmente vigentes así como para la 
redacción de futuros acuerdos en la materia con otros países 
de Latinoamérica. 
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